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REPORTE PAP  

 

Presentación Institucional de los Proyectos de Aplicación Profesional  

 

Los Proyectos de Aplicación Profesional (PAP) son experiencias socio-

profesionales de los alumnos que desde el currículo de su formación universitaria- 

enfrentan retos, resuelven problemas o innovan una necesidad sociotécnica del 

entorno, en vinculación (colaboración) (co-participación) con grupos, instituciones, 

organizaciones o comunidades, en escenarios reales donde comparten saberes. 

El PAP, como espacio curricular de formación vinculada, ha logrado integrar el 

Servicio Social (acorde con las Orientaciones Fundamentales del ITESO), los 

requisitos de dar cuenta de los saberes y del saber aplicar los mismos al culminar 

la formación profesional (Opción Terminal), mediante la realización de proyectos 

profesionales de cara a las necesidades y retos del entorno (Aplicación Profesional). 

El PAP es un proceso acotado en el tiempo en que los estudiantes, los beneficiarios 

externos y los profesores se asocian colaborativamente y en red, en un proyecto, e 

incursionan en un mundo social, como actores que enfrentan verdaderos problemas 

y desafíos traducibles en demandas pertinentes y socialmente relevantes. Frente a 

éstas transfieren experiencia de sus saberes profesionales y demuestran que saben 

hacer, innovar, co-crear o transformar en distintos campos sociales.  

El PAP trata de sembrar en los estudiantes una disposición permanente de 

encargarse de la realidad con una actitud comprometida y ética frente a las 

disimetrías sociales. En otras palabras, se trata del reto de “saber y aprender a 

transformar”



 

El Reporte PAP consta de tres componentes: 

El primer componente refiere al ciclo participativo del PAP, en donde se documentan 

las diferentes fases del proyecto y las actividades que tuvieron lugar durante el 

desarrollo de este y la valoración de las incidencias en el entorno. 

El segundo componente presenta los productos elaborados de acuerdo con su 

tipología.  

El tercer componente es la reflexión crítica y ética de la experiencia, el 

reconocimiento de las competencias y los aprendizajes profesionales que el 

estudiante desarrolló en el transcurso de su labor. 

 



 

Resumen 

El presente Proyecto de Aplicación Profesional (PAP), titulado Programa de 

Investigación y Práctica Jurídica con Pertinencia Social I, se desarrolló en el marco 

de la Clínica de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia del Instituto Tecnológico 

y de Estudios Superiores de Occidente. Su propósito general consistió en contribuir 

al diseño de un protocolo de actuación institucional para la atención de protestas 

con enfoque de Derechos Humanos, en el contexto de la preparación de la Zona 

Metropolitana de Guadalajara como sede del Mundial de Fútbol 2026. 

Este proyecto se vincula con un proceso previo iniciado en el semestre 

anterior, retomando avances y un primer borrador del protocolo, lo que permitió dar 

continuidad a un trabajo colectivo de carácter progresivo. Durante el periodo de 

participación, los objetivos se centraron en el análisis del marco teórico y normativo 

aplicable, la identificación de escenarios de colisión de derechos en el espacio 

público y el fortalecimiento del contenido conceptual y operativo del instrumento. 

La metodología se desarrolló bajo una lógica de proyecto, combinando 

investigación documental, análisis jurídico, trabajo colaborativo y retroalimentación 

constante con la contraparte institucional. 

Como resultado, se contribuyó a la consolidación de un borrador del protocolo 

en fase de depuración, incorporando mejoras en su estructura, claridad y enfoque 

de Derechos Humanos. Entre los productos más relevantes destaca el protocolo en 

sí, documentos de observaciones, fichas de entrevistas, propuestas de redacción y 

ajustes al contenido del instrumento, orientados a su aplicabilidad práctica. 

 

1. Ciclo participativo del Proyecto de Aplicación Profesional 

El PAP es una experiencia de aprendizaje y de contribución social integrada por 

estudiantes, profesores, actores sociales y responsables de las organizaciones, que 

de manera colaborativa construir sus conocimientos para dar respuestas a 

problemáticas de un contexto específico y en un tiempo delimitado. Por tanto, la 

experiencia PAP supone un proceso en lógica de proyecto, así como de un estilo 

de trabajo participativo y recíproco entre los involucrados.  
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1.1 Entendimiento del ámbito y del contexto y expectativa a desarrollar, 

estableciendo una hipótesis inicial 

La organización de eventos deportivos de escala mundial, como los impulsados por 

Federación Internacional de Fútbol Asociación, en adelante FIFA, no solo 

transforman ciudades en escenarios de celebración colectiva, sino que también 

abren espacios donde se ponen a prueba los límites y alcances de los Derechos 

Humanos (Giulianotti & Klauser, 2010). Cuando miles de personas –tan diversas– 

comparten un mismo territorio para celebrar, transitar o expresarse, el espacio 

público deja de ser un simple punto de encuentro y se convierte en un terreno de 

negociación entre intereses, libertades y responsabilidades. El mundial de fútbol de 

2026 sitúa a la Zona Metropolitana de Guadalajara dentro de esta conversación 

global y obliga a mirar, con anticipación, los posibles escenarios donde distintos 

derechos pueden encontrarse en tensión.  

Las protestas sociales revelan con claridad que los Derechos Humanos no 

existen de forma aislada, sino en constante diálogo –o fricción– con otros derechos. 

El ejercicio de la protesta, la libertad de expresión, la seguridad, la movilidad y la 

recreación convergen en un mismo espacio que debe sostenerlos a todos sin anular 

alguno. Desde una perspectiva social y jurídica esta problemática invita a explorar 

cómo la teoría de los Derechos Humanos y los estándares internacionales sobre la 

reunión pacífica y el uso del espacio público se traducen en prácticas concretas 

dentro de la ciudad.  

El inicio de este primer PAP está atravesado por la posibilidad de tender 

puentes entre la reflexión académica y la realidad social. Parte de la hipótesis 

consiste en anticipar y analizar los escenarios de colisión de derechos que pueden 

ocurrir durante un evento de gran magnitud, en la medida en que este ejercicio 

puede generar herramientas útiles para promover una convivencia respetuosa y 

consciente de los Derechos Humanos. Este proyecto se configura también como la 

continuación de una trayectoria formativa que, desde los primeros momentos de la 

carrera, ha estado orientada hacia el estudio y la defensa de los Derechos 

Humanos. La elección de este PAP responde a la búsqueda de un espacio donde 
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ese interés pueda materializarse en acciones concretas y revertirse en beneficio de 

la comunidad, transformando el aprendizaje en una forma de participación social. 

Este proceso implica asumir la investigación no solo como una práctica 

académica, sino como un medio para comprender cómo los Derechos Humanos 

dejan de ser conceptos abstractos y se encarnan en situaciones cotidianas. Se 

espera que el recorrido confirme que, cuando el conocimiento jurídico dialoga con 

la experiencia social, emerge la posibilidad de iluminar caminos para una gestión 

más justa del espacio público y para una comprensión más profunda de la relación 

entre derecho, ciudad y comunidad. 

 

1.2 Caracterización de la organización  

El escenario en el que se desarrolla este PAP se configura a partir de la colaboración 

entre la Clínica de Derechos Humanos del Instituto Tecnológico y de Estudios 

Superiores de Occidente y la Secretaría Técnica de la Mesa de Derechos Humanos 

de Guadalajara representada por Daniela Bocanegra. Esta vinculación constituye 

un espacio de articulación académica e institucional orientado a fortalecer las 

capacidades locales en materia de promoción, protección y garantía de los 

Derechos Humanos, particularmente frente a los desafíos que implica la gestión de 

un evento de talla internacional.  

La Secretaría Técnica funciona como un eje de coordinación interinstitucional 

que articula a distintos actores públicos en torno a la planeación y seguimiento de 

estrategias con enfoque de Derechos Humanos, en el marco del mundial 2026 la 

contraparte centra sus atribuciones en el Área Metropolitana de Guadalajara. La 

dinámica de trabajo entre la Clínica y la Secretaría Técnica se sostiene en un 

intercambio constante de ideas, reuniones periódicas de seguimiento y revisión de 

avances, buscando que los productos generados respondan a los objetivos del PAP 

y a las necesidades operativas de la contraparte institucional. La Mesa de Derechos 

Humanos del Comité Organizador del Mundial 2026 se concibe como un espacio de 

coordinación interinstitucional en el que diversas instancias articulan esfuerzos para 

dialogar y diseñar estrategias orientadas a la protección de poblaciones en situación 
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de vulnerabilidad en el contexto de este evento, de acuerdo con la información 

difundida por el Sistema DIF Jalisco (2025). 

El estudiantado participa aportando herramientas jurídicas y metodológicas, 

mientras que la Secretaría Técnica guía el proceso desde su experiencia práctica y 

su conocimiento del funcionamiento institucional. Esta colaboración configura un 

espacio de aprendizaje mutuo y de cooperación estratégica, construyendo 

respuestas con enfoque interseccional en Derechos Humanos.  

 

1.3 Identificación de la(s) problemática(s) 

El diagnóstico elaborado de manera colaborativa entre el equipo del PAP y la 

contraparte institucional permitió identificar una problemática compleja que se 

despliega en distintos niveles y que converge en un mismo punto crítico: la ausencia 

de herramientas locales específicas para gestionar la protesta social con 

perspectiva de Derechos Humanos en el contexto de un evento deportivo de escala 

global.  Está ausencia genera un vacío operativo que puede traducirse en 

respuestas improvisadas, desproporcionadas o inconsistentes frente a situaciones 

de colisión de derechos. En consecuencia, el proyecto se orienta a describir y 

dimensionar está carencia institucional como un punto de partida para la 

construcción de herramientas que contribuyan a una gestión preventiva, coordinada 

y respetuosa de los Derechos Humanos en el espacio público (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, 2019).  

En primer lugar, los mundiales organizados por FIFA han evidenciado, en 

experiencias recientes como el celebrado en Qatar, que los mega eventos 

deportivos pueden estar acompañados de cuestionamientos profundos respecto a 

los derechos. Estos antecedentes muestran que la planeación de este tipo de 

contiendas no puede limitarse a aspectos logísticos o de infraestructura, sino que 

requiere incorporar de manera explícita marcos de protección de Derechos 

Humanos.  

En segundo lugar, el diagnóstico sitúa a la ciudad en una discusión de 

carácter internacional. La Zona Metropolitana de Guadalajara se establece como un 

espacio urbano atravesado por desafíos persistentes en materia de Derechos 
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Humanos –desaparición forzada, violencia de género, narcotráfico, delincuencia 

organizada– y la magnitud del evento incrementa la posibilidad de que surjan 

protestas vinculadas a diversas causas sociales, lo que coloca a las autoridades 

locales frente a escenarios de alta visibilidad y sensibilidad.  

En tercer lugar, dentro de este contexto emerge con una fuerza particular ya 

que existe la posibilidad de que ocurra una colisión de derechos. Entendiendo la 

colisión de derechos como la concurrencia de derechos humanos igualmente 

legítimos que entran en tensión en una misma situación, su resolución exige criterios 

de ponderación y proporcionalidad, tal como plantea Robert Alexy (2002).  

Las protestas que puedan suscitarse durante el mundial implican la 

coexistencia de derechos igualmente legítimos: por un lado, la libertad de expresión 

y el derecho a la protesta; por otro, el derecho de las personas a la recreación, 

seguridad y a disfrutar del evento en condiciones adecuadas. El diagnóstico revela 

que la gestión de estas tensiones exige criterios claros, proporcionales y 

fundamentados en estándares de Derechos Humanos.  

 

1.4. Planeación de alternativa(s) 

Frente a la problemática identificada –la ausencia de un instrumento local para 

gestionar la protesta social con enfoque de Derechos Humanos en el contexto de 

un evento de gran magnitud–, el equipo PAP, en conjunto con la contraparte 

institucional, analizó distintas alternativas de intervención orientadas a generar una 

respuesta útil, aplicable y sostenible. Considerando la naturaleza de la Clínica de 

Derechos Humanos del ITESO y las necesidades operativas de la autoridad local, 

se determinó que la alternativa más adecuada consiste en la elaboración de un 

protocolo de actuación para la atención de protestas con perspectiva de Derechos 

Humanos.  

La elección de esta alternativa responde a que un protocolo constituye una 

herramienta concreta que puede integrarse en la práctica institucional de la 

autoridad, ofreciendo criterios claros para prevenir vulneraciones a Derechos 

Humanos y gestionar de manera proporcional los escenarios de colisión de 
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derechos. Se proyecta como un instrumento útil y accesible para la toma de 

decisiones, capaz de traducir estándares teóricos en orientaciones operativas.  

Su diseño contempla, en primer lugar, un apartado conceptual que desarrolla 

el marco teórico sobre los derechos involucrados –particularmente la libertad de 

expresión y el derecho a la protesta– y explica la naturaleza de las colisiones de 

derechos en el espacio público. En segundo lugar, incorpora un componente 

operativo que detalla lineamientos de actuación para la autoridad, estructurados de 

forma que faciliten su aplicación en situaciones reales (Candelario, 2021).  

Como parte de este componente práctico, el protocolo integra ejemplos de 

escenarios posibles y herramientas de clasificación de riesgos, entre ellas un 

sistema de semáforo que permite a la autoridad identificar la gravedad de los 

sucesos y la manera de responder a ellos de forma gradual y proporcional. Este 

diseño no solo busca reaccionar al conflicto, sino anticiparlos, promoviendo una 

cultura institucional orientada a la prevención (Naciones Unidas, 2011).  

El plan de trabajo se organiza de manera cronológica en varias etapas: 

investigación y sistematización del marco teórico y normativo; análisis de contextos 

y escenarios locales; diseño preliminar del protocolo; revisión y retroalimentación 

conjunta con la contraparte institucional; y ajuste final del documento para su 

validación. Este proceso asegura que la propuesta se mantenga alineada con las 

necesidades reales de la organización y que la alternativa elegida conserve su 

vigencia y pertinencia. En conjunto, la creación del protocolo se plantea como una 

contribución estratégica para fortalecer la capacidad del funcionariado para 

gestionar la protesta social.   

 

1.5. Desarrollo de la propuesta de mejora 

La materialización de la alternativa propuesta —la elaboración del protocolo de 

actuación para la atención de protestas con enfoque de Derechos Humanos— se 

ha desarrollado a través de un proceso metodológico basado en la revisión crítica, 

la investigación jurídica y el trabajo colaborativo. Conforme al plan de trabajo 

establecido, las actividades se han orientado a fortalecer el contenido del borrador 

inicial del protocolo y a refinar su estructura conceptual y operativa. 
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La incorporación a este proyecto se realiza en el presente semestre como 

parte de un proceso de continuidad respecto al trabajo desarrollado por el equipo 

del PAP durante el semestre de otoño 2025. La participación actual se integra a una 

base previamente construida, retomando avances, diagnósticos y primeras 

versiones del protocolo. Esta continuidad permite situar el trabajo dentro de un 

proceso acumulativo de aprendizaje y construcción colectiva, en el que cada etapa 

amplía y profundiza lo ya realizado.  

Dentro de este proceso, una parte sustancial del trabajo se centró en la 

lectura analítica del Plan de Acción y del primer borrador del protocolo. A partir de 

dicha revisión se generó un documento de observaciones que sistematiza 

anotaciones, sugerencias y cuestionamientos sobre el primer apartado del 

instrumento, con especial atención a la precisión conceptual y a la integración del 

enfoque de Derechos Humanos. Paralelamente, se realizaron aportaciones en 

relación con los aspectos creativos y de diseño del segundo apartado, considerando 

la importancia de que el protocolo sea no solo jurídicamente sólido, sino también 

claro y funcional para su aplicación práctica, en consonancia con los estándares de 

claridad y accesibilidad promovidos por la Organización de las Naciones Unidas 

(2016). Asimismo, se llevó a cabo la reorganización de la sección relativa a 

principios rectores y a poblaciones en situación de vulnerabilidad, buscando reforzar 

la transversalidad del enfoque de Derechos Humanos en el documento. 

El trabajo colectivo se estructuró mediante la asignación de secciones 

específicas a cada integrante del equipo, lo que permitió avanzar de manera 

simultánea en distintas partes del protocolo. Actualmente, el documento cuenta con 

un borrador en fase de depuración, en el que se continúan puliendo contenidos y 

articulaciones internas. Para su elaboración se recurrió a herramientas de trabajo 

colaborativo en plataformas digitales y a técnicas de investigación documental que 

incluyeron el análisis de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

Jurisprudencia, Normativa Internacional de Derechos Humanos, Doctrina 

especializada y ejercicios de Derecho Comparado, así como la revisión de 

antecedentes de eventos organizados por la FIFA. 
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El proceso se complementó con reuniones de seguimiento con la contraparte 

institucional, espacios en los que se presentaron avances parciales, se plantearon 

dudas metodológicas y se recibió retroalimentación orientada a ajustar el contenido 

a las necesidades operativas de la autoridad. Estas sesiones, registradas en una 

bitácora de trabajo que documenta actividades, acuerdos y tareas pendientes, han 

permitido sostener una dinámica de mejora continua. 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

El proyecto se encuentra en una etapa de afinación que busca consolidar un 

instrumento coherente, aplicable y alineado con estándares de Derechos Humanos, 

resultado de un trabajo que integra aportaciones individuales dentro de un esfuerzo 

colectivo. 
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1.6. Valoración de productos, resultados e impactos 

La experiencia desarrollada en el marco del PAP permite realizar una valoración 

positiva en términos de los productos generados, los avances alcanzados y los 

posibles impactos del trabajo realizado. A partir de la problemática inicialmente 

identificada —la ausencia de herramientas locales específicas para la gestión de la 

protesta social con enfoque de Derechos Humanos—, el proyecto logró 

encaminarse hacia la construcción de una respuesta concreta mediante la 

elaboración de un protocolo de actuación institucional. 

En cuanto a los productos, se destaca la contribución al fortalecimiento del 

borrador del protocolo, particularmente a través de la sistematización de 

observaciones, la revisión crítica de su contenido y la mejora de su estructura 

conceptual y operativa. Estas aportaciones permitieron avanzar hacia un 

instrumento más claro, coherente y alineado con estándares nacionales e 

internacionales en materia de Derechos Humanos, lo que incrementa su potencial 

de aplicabilidad en contextos reales. 

El trabajo colaborativo con la contraparte institucional facilitó que las 

propuestas desarrolladas respondan a necesidades concretas, favoreciendo su 

pertinencia y viabilidad. Asimismo, se logró fortalecer el diálogo entre el ámbito 

académico y el institucional, generando un espacio de intercambio que enriquece 

tanto la formación del estudiantado como las capacidades de la organización. En 

este marco, para la realización de las entrevistas, el equipo se organizó en 

subgrupos, asignando distintos sectores de la población, entre los que se incluyen 

alumnado del ITESO, personal académico, funcionariado público, así como 

población dentro de redes sociales. De este modo se tiene una percepción más 

profunda de cómo entiende el derecho a la protesta y al mismo tiempo la necesidad 

de un protocolo que oriente el actuar del funcionariado en este ámbito. 

En términos de impacto, el proyecto se ve como una contribución preventiva 

que busca incidir en la manera en que las autoridades gestionan la protesta social, 

promoviendo respuestas más proporcionales, coordinadas y respetuosas de los 

Derechos Humanos. En la gran mayoría de las personas entrevistadas, el derecho 

a la protesta se conceptualiza como un derecho humano mediante el cual se 
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materializa la capacidad de las personas para expresarse con libertad ante 

situaciones que consideran injustas. Asimismo, la mayoría coincidió en que este tipo 

de instrumento no es común, ya que desconocen la existencia de algo similar, lo 

cual resulta un aspecto relevante para la elaboración del protocolo. 

No obstante, se identifican aspectos pendientes, como la versión final del 

protocolo, su adopción formal y su eventual implementación y evaluación en la 

práctica. Este proyecto no termina con la publicación del protocolo, sino que se 

plantea la posibilidad de una tercera etapa enfocada en la capacitación al 

funcionariado, apostando por que no se quede únicamente en el papel, sino que 

pueda utilizarse de manera efectiva y contribuir a una mejor actuación frente a la 

sociedad civil en contextos de protesta. 

En este sentido, el trabajo realizado sienta las bases para futuras etapas del 

PAP o para la continuidad por parte de la organización, consolidando un proceso 

que, aunque aún en desarrollo, representa un avance significativo hacia la 

institucionalización de un enfoque de Derechos Humanos en la gestión del espacio 

público. 

 

1.7. Anexos generales 

En el marco de la construcción del Protocolo y en atención a lo previamente 

desarrollado, se estimó pertinente llevar a cabo una serie de entrevistas. En este 

sentido se realizaron entrevistas dirigidas al alumnado del ITESO como parte de las 

actividades posteriores a la elaboración del primer borrador del instrumento. 

A partir de este ejercicio, se recabaron datos relevantes obteniendo como 

resultado de qué manera un instrumento de esta naturaleza podría ser percibido 

como útil y necesario. Para ello, se diseñó una entrevista de carácter 

semiestructurado, con el objetivo de orientar las respuestas hacia el eje central de 

la actividad. 

Este consiste en fichas de entrevista que integran datos generales de 

quienes realizaron el ejercicio, la caracterización de la población objetivo, así como 

información básica de las personas entrevistadas, junto con la guía de preguntas y 

la justificación de cada una de ellas. 
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Finalmente, en este apartado también se incluye una “ficha informativa del 

evento”, en la que se describen los elementos centrales de la mesa redonda 

programada para el 29 de abril. Este espacio tiene como finalidad principal generar 

un proceso de retroalimentación en torno al protocolo, en concordancia con lo 

señalado en el apartado previo. 
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Fuente: (OpenAI, 2026) 
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2.0 Marco Teórico (Desarrollo de la Figura Jurídica) 

Este apartado tiene como objetivo resaltar una de las figuras jurídicas identificadas 

en el desarrollo del protocolo de actuación institucional para la atención de protestas 

con enfoque de Derechos Humanos: el principio de legalidad y reserva de ley.  

En ese sentido, dentro de la pluralidad de figuras que se interrelacionan en 

dicho protocolo, se retoma esta por su relevancia para analizar la actuación estatal. 

Asimismo, su estudio no se limita a una exposición aislada, sino que busca articular 

distintos enfoques –constitucionales, internacionales y doctrinales– para 

comprender alcances en el ejercicio de derechos dentro del espacio público. 

Dentro de este contexto, la protesta social emerge como un elemento central 

de análisis. El derecho a la protesta, entendido como una manifestación de la 

libertad de expresión y del derecho de reunión pacífica, constituye un componente 

esencial de las sociedades democráticas. Su ejercicio permite visibilizar demandas 

sociales, cuestionar estructuras de poder y participar activamente en la construcción 

del espacio público. No obstante, cuando este derecho se ejerce en el marco de 

eventos masivos, su gestión plantea desafíos particulares que no han sido 

suficientemente abordados por los instrumentos normativos existentes. 

En el contexto contemporáneo, la organización de mega eventos deportivos 

ha dejado de ser una cuestión exclusivamente logística o económica para 

convertirse en un fenómeno atravesado por debates en torno a los Derechos 

Humanos. En este escenario, la FIFA ha incorporado de manera progresiva un 

enfoque de Derechos Humanos en la planeación de sus eventos, particularmente a 

partir de la adopción de su política en la materia para el mundial de fútbol en 2026, 

la cual se encuentra en concordancia con los principios rectores de las Naciones 

Unidas (FIFA, 2024). Este giro resulta significativo, ya que representa un 

reconocimiento institucional de los impactos que estos eventos pueden generar en 

las poblaciones locales, así como de la necesidad de establecer medidas para 

prevenir vulneraciones. No obstante, este avance no ha estado exento de tensiones.  

Este vacío normativo no es menor, ya que en su ausencia la respuesta 

institucional puede quedar sujeta a decisiones improvisadas o a la aplicación 

extensiva de normas diseñadas para otros contextos. Es precisamente en este 
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punto donde el principio de legalidad y la reserva de ley adquieren una relevancia 

central, al establecer los límites dentro de los cuales puede actuar la autoridad. 

Experiencias previas han evidenciado que, a pesar de la existencia de 

compromisos formales, la implementación efectiva de estándares de Derechos 

Humanos sigue enfrentando desafíos importantes. En el caso del Mundial de 2026, 

esta situación adquiere una relevancia particular, en tanto se plantea como uno de 

los primeros eventos de esta magnitud en los que el discurso de Derechos Humanos 

se incorpora de manera explícita en su planeación. Sin embargo, la traducción de 

este enfoque en herramientas operativas concretas continúa siendo un reto 

pendiente. 

A pesar de que existen protocolos de actuación en materia de protestas en 

distintos niveles, estos han sido diseñados, en su mayoría, para contextos ordinarios 

y no contemplan las condiciones específicas que caracterizan a eventos de gran 

escala como un Mundial de Fútbol. La concentración masiva de personas de todo 

el mundo, la presencia de actores internacionales, la visibilidad mediática y las 

exigencias de seguridad generan un entorno distinto, en el que las tensiones entre 

derechos pueden intensificarse.  

El principio de legalidad constituye uno de los pilares del Estado 

Constitucional, en tanto establece que toda actuación de la autoridad debe estar 

sustentada en una norma jurídica previa que habilite y al mismo tiempo delimite su 

ejercicio. En el sistema jurídico mexicano, este principio encuentra su fundamento 

en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

(1917), los cuales imponen la obligación de fundar y motivar los actos de autoridad. 

Esta exigencia no solo garantiza la existencia de una base normativa, sino que 

permite controlar la razonabilidad de la actuación estatal. 

Sin embargo, la legalidad no puede entenderse únicamente en su dimensión 

formal. Hay criterios que han desarrollado una interpretación que exige que las 

normas sean claras, precisas y aplicables, en atención al principio de taxatividad. 

Este criterio busca evitar que disposiciones ambiguas se traduzcan en márgenes 

amplios de discrecionalidad, particularmente en contextos donde el ejercicio de 
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derechos fundamentales puede verse afectados (Tribunales Colegiados de Circuito, 

1993). 

La relevancia de este estándar se vuelve evidente en la gestión de la protesta 

social. La intervención del funcionariado frente a protestas no puede sustentarse en 

conceptos indeterminados como el “orden público” sin una delimitación normativa 

clara. La ambigüedad en este tipo de nociones puede generar incertidumbre jurídica 

y abrir la puerta a prácticas restrictivas que afectan de manera desproporcionada el 

ejercicio de derechos. 

En este sentido, el principio de reserva de ley introduce un estándar más 

exigente, al establecer que las restricciones a derechos fundamentales deben estar 

previstas en normas con rango de ley, emanadas del órgano legislativo. Esta 

exigencia responde a la necesidad de someter dichas decisiones a procesos 

democráticos de deliberación, evitando que el funcionariado determine de manera 

discrecional los límites del ejercicio de los derechos. 

La doctrina ha sostenido que las autoridades sólo pueden actuar dentro de 

las facultades expresamente conferidas por la ley, y que las restricciones a derechos 

deben encontrarse claramente delimitadas para evitar excesos en el ejercicio del 

poder (López Olvera, 2023). Este criterio resulta particularmente relevante en 

contextos donde la presión por garantizar la seguridad puede llevar a justificar 

medidas restrictivas sin un sustento normativo suficiente. 

Desde el ámbito internacional, estos estándares han sido reforzados al 

establecer que cualquier limitación al derecho de reunión pacífica debe cumplir con 

requisitos estrictos de legalidad, necesidad y proporcionalidad. En particular, la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la legalidad 

implica no sólo la existencia de una norma, sino su calidad, en términos de claridad, 

accesibilidad y previsibilidad (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

2019). 

La interacción entre el principio de legalidad y la reserva de ley adquiere una 

relevancia particular en la elaboración de protocolos de actuación institucional. En 

contextos como el del Mundial de 2026, donde la necesidad de respuestas 

operativas es evidente, estos instrumentos pueden representar una herramienta útil 
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para orientar la actuación estatal. Sin embargo, su legitimidad depende de su 

estricta sujeción al marco normativo vigente. 

Un protocolo no debería convertirse en una fuente autónoma de restricciones 

a derechos, ni ampliar las facultades de la autoridad más allá de lo establecido en 

la ley. Su función debe limitarse a sistematizar criterios, organizar la actuación 

institucional y traducir en términos operativos los estándares jurídicos existentes. 

De lo contrario, se corre el riesgo de generar una regulación paralela que, bajo la 

apariencia de técnica, introduzca limitaciones que no han sido democráticamente 

legitimadas. 

Desde una perspectiva crítica, este punto resulta fundamental, ya que en la 

práctica los protocolos pueden convertirse en espacios donde se formalizan criterios 

de actuación que impactan directamente en el ejercicio de derechos. Cuando estos 

criterios carecen de un sustento legal claro, se abre la posibilidad de que se 

institucionalicen prácticas restrictivas que vulneran el principio de legalidad y 

debilitan las garantías de las personas. 

Asimismo, la gestión de la protesta social debe analizarse a la luz de la teoría 

de la colisión de derechos. En estos escenarios, los derechos fundamentales no 

operan de manera absoluta, sino que pueden entrar en tensión y requerir procesos 

de ponderación. De acuerdo con esta perspectiva, la tarea del Estado no consiste 

en eliminar el conflicto, sino en gestionarlo de manera razonable, procurando la 

mayor protección posible de todos los derechos involucrados (Alexy, 2002). 

En consecuencia, el principio de legalidad y la reserva de ley se configuran 

como condiciones indispensables para que la actuación estatal en contextos de 

protesta social —y particularmente en eventos masivos de carácter internacional— 

se mantenga dentro de los límites del Estado democrático de derecho. Su 

observancia no solo contribuye a prevenir abusos, sino que fortalece la legitimidad 

institucional y permite construir respuestas que sean compatibles con un enfoque 

de Derechos Humanos. 

Desde esta perspectiva, el desarrollo de un protocolo de actuación en este 

ámbito no solo responde a una necesidad operativa, sino que se inserta en un vacío 

normativo que requiere ser atendido desde criterios jurídicos claros. Su diseño debe 
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partir de una comprensión integral de los principios analizados, asegurando que no 

se convierta en un mecanismo de restricción, sino en una herramienta que permita 

gestionar la protesta social de manera respetuosa, proporcional y alineada con los 

estándares nacionales e internacionales en materia de Derechos Humanos. 
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3. Productos 

En el marco del PAP, el trabajo se orientó a la elaboración y fortalecimiento de un 

protocolo de actuación institucional para la atención de protestas y manifestaciones 

en el espacio público con enfoque de Derechos Humanos. Este instrumento surge 

como una respuesta a la necesidad de contar con lineamientos claros que orienten 

la actuación de las autoridades frente a escenarios de movilización social, 

particularmente en contextos de alta concentración de personas. 

El protocolo tiene como finalidad establecer criterios que permitan garantizar 

el ejercicio de derechos como la libertad de expresión, el derecho de reunión 

pacífica y la participación social, al tiempo que se consideran otros derechos 

involucrados, tales como la seguridad, la integridad personal y la movilidad. En este 

sentido, el documento se construye a partir de una lógica de equilibrio y ponderación 

entre derechos, evitando enfoques restrictivos o desproporcionados. 

En cuanto a su contenido, el protocolo integra elementos conceptuales, 

normativos y operativos. Por un lado, incorpora un marco teórico basado en 

estándares nacionales e internacionales en materia de Derechos Humanos, lo que 

permite sustentar jurídicamente su enfoque. Por otro lado, desarrolla lineamientos 

prácticos dirigidos a orientar la actuación del funcionariado antes, durante y después 

de las manifestaciones, incluyendo principios de actuación, criterios de uso de la 

fuerza, mecanismos de coordinación institucional y medidas de prevención de 

riesgos. 

La metodología para su elaboración se basó en un proceso de investigación 

documental, análisis jurídico y trabajo colaborativo, lo que permitió articular distintas 

perspectivas y fortalecer la pertinencia del instrumento. Asimismo, se trabajó sobre 

un borrador previo, al cual se le realizaron ajustes en términos de redacción, 

estructura y claridad, con el objetivo de mejorar su comprensión y aplicabilidad. 

En términos de alcance, el protocolo se encuentra en una fase de 

consolidación, representando una herramienta con potencial de incidencia en la 
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gestión del espacio público. Su implementación futura podría contribuir a promover 

respuestas institucionales más coordinadas, proporcionales y respetuosas de los 

Derechos Humanos, particularmente en el contexto de eventos masivos de 

relevancia internacional. 

 

4. Reflexión crítica y ética de la experiencia  

El RPAP tiene también como propósito documentar la reflexión sobre los 

aprendizajes en sus múltiples dimensiones, las implicaciones éticas y los aportes 

sociales del proyecto para compartir una comprensión crítica y amplia de las 

problemáticas en las que se intervino.  

 

4.1 Sensibilización ante las realidades 

A lo largo del desarrollo del Proyecto de Aplicación Profesional, se generó un 

proceso continuo de sensibilización frente a las distintas realidades sociales 

vinculadas con el ejercicio de los Derechos Humanos dentro del espacio público. 

Este proceso implicó transitar de una comprensión teórica hacia un entendimiento 

más complejo, situado en contextos específicos donde los derechos se materializan 

en escenarios de tensión. 

En un inicio, la aproximación a la protesta social se centraba en la defensa 

de derechos como la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica desde 

una perspectiva más abstracta. No obstante, conforme avanzó el proyecto, se fue 

reconociendo que estos derechos coexisten con otros igualmente legítimos, lo que 

dio lugar a una comprensión más profunda de las dinámicas de colisión de derechos 

en contextos reales, particularmente en escenarios de alta concentración de 

personas como los eventos masivos. 

Este proceso de sensibilización también implicó un ejercicio de revisión 

interna respecto a las posturas propias. Se identificó que ciertas inclinaciones 

respondían en gran medida a convicciones personales, las cuales, si bien son 

relevantes, requieren ser acompañadas por un análisis jurídico riguroso y 

contextualizado. En este sentido, la experiencia permitió articular de mejor manera 

la dimensión ética con la dimensión técnica del Derecho. 
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Por otra parte, el involucramiento en la elaboración de un protocolo de 

actuación institucional propició una mayor conciencia sobre las implicaciones 

prácticas del ejercicio jurídico. Se reconoció que las decisiones que se toman desde 

el ámbito normativo pueden tener efectos directos en la garantía o vulneración de 

derechos, lo que posiciona al ejercicio profesional dentro de un campo de alta 

responsabilidad social. 

En conjunto, la experiencia favoreció el desarrollo de una mirada más crítica 

y reflexiva frente a las realidades sociales, reafirmando la importancia de abordar el 

derecho desde una perspectiva que no solo sea técnicamente sólida, sino también 

éticamente comprometida con la protección y promoción de los Derechos Humanos. 

 

4.2 Aprendizajes logrados 

La participación en el Proyecto de Aplicación Profesional permitió el desarrollo de 

diversas competencias en el ámbito disciplinar, social y personal, consolidando 

aprendizajes que trascienden el plano teórico para situarse en la práctica jurídica. 

En el ámbito disciplinar, uno de los principales aprendizajes consistió en la 

capacidad de traducir información compleja en herramientas operativas concretas. 

La elaboración del protocolo de actuación implicó comprender a profundidad 

estándares nacionales e internacionales en materia de Derechos Humanos y, al 

mismo tiempo, adaptarlos a un contexto específico, lo que representó un reto 

significativo en términos de análisis, síntesis y aplicación del conocimiento jurídico. 

De manera particular, el abordaje de la colisión de derechos desde una perspectiva 

práctica constituyó un desafío relevante. Este proceso exigió el desarrollo de 

habilidades de argumentación y ponderación, así como la capacidad de sostener 

posturas fundamentadas frente a escenarios en los que no existen respuestas 

absolutas. A partir de ello, se fortaleció una comprensión más matizada del Derecho, 

reconociendo su complejidad y la necesidad de abordarlo desde enfoques 

integrales. 

En el ámbito social, el trabajo colaborativo desempeñó un papel central. La 

construcción conjunta del protocolo permitió desarrollar habilidades de 

comunicación, escucha activa y negociación, al tiempo que evidenció la importancia 
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de integrar diversas perspectivas en la generación de soluciones. Este proceso 

favoreció la comprensión del Derecho desde una práctica colectiva –la cual resulta 

más completa–, más que individual. 

Finalmente, en el ámbito personal, la experiencia contribuyó al 

fortalecimiento de la confianza en las propias capacidades profesionales. A lo largo 

del proyecto, se logró reconocer la pertinencia y el valor de las aportaciones 

realizadas, lo que permitió asumirse progresivamente como una persona capaz de 

incidir en su entorno desde el ejercicio del Derecho. 

En conjunto, los aprendizajes adquiridos reflejan una formación integral que 

articula conocimientos, habilidades y actitudes orientadas a un ejercicio profesional 

crítico, ético y socialmente comprometido. 

 

 

 

 


